	República de Colombia
[image: image1.png]



Corte Constitucional
	 
          

           COMUNICADO No. 36
           Septiembre 3 de 2014


las competencias previstas por los parágrafos 2º y 3º del artículo 5º de la ley acusada son acordes a la constitución, pues regulan lo relativo a una actividad peligrosa que pone en riesgo importantes valores constitucionales y no resultan desproporcionadas en razón a emplear medidas no proscritas por la constitución y ser efectivamente conducentes al logro del fin perseguido
	    IV.  EXPEDIENTE D-10.081 y acumulados  -   SENTENCIA C-633/14 
           M.P. Mauricio González Cuervo



1.
Norma acusada
LEY 1696 DE 2013
 (diciembre 19)
Por medio de la cual se dictan disposiciones penales y administrativas para sancionar la conducción bajo el influjo del alcohol u otras sustancias psicoactivas.

ARTÍCULO 5o. El artículo 152 de la Ley 769 de 2002, modificado por el artículo 1o de la Ley 1548 de 2012, quedará así:
Artículo 152. Sanciones y grados de alcoholemia. Si hecha la prueba, se establece que el conductor se encuentra en alguno de los siguientes grados de alcoholemia, incurrirá en las sanciones respectivas, según el nivel de reincidencia correspondiente de conformidad con lo indicado a continuación para cada evento:

(…)

(…)

PARÁGRAFO 2o. En todos los casos enunciados, la autoridad de tránsito o quien haga sus veces, al momento de realizar la orden de comparendo procederá a realizar la retención preventiva de la licencia de conducción que se mantendrá hasta tanto quede en firme el acto administrativo que decide sobre la responsabilidad contravencional. La retención deberá registrarse de manera inmediata en el RUNT.

PARÁGRAFO 3o. Al conductor del vehículo automotor que pese a ser requerido por las autoridades de tránsito, con plenitud de garantías, no permita la realización de las pruebas físicas o clínicas a que se refiere la presente ley o se dé a la fuga, se le cancelará la licencia, se le impondrá multa correspondiente a mil cuatrocientos cuarenta (1.440) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv) y procederá la inmovilización del vehículo por veinte (20) días hábiles.
(…)

(…)

ARTÍCULO 8o. TRATAMIENTO INTEGRAL A PERSONAS CONDENADAS PENALMENTE. A quien fuere condenado penalmente, y le fuere imputado el agravante descrito en el numeral 6 del artículo 110 de la Ley 599 de 2000, se le brindará tratamiento integral contra el alcoholismo, según lo dispuesto en el Plan Obligatorio de Salud o el que haga sus veces.
El Gobierno Nacional reglamentará la materia.

2.
Decisión
Primero.- INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo respecto del artículo 8º de la Ley 1696 de 2013, por ineptitud sustantiva de la demanda.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el parágrafo 2º del artículo 152 de la Ley 769 de 2002, modificado por el artículo 5º de la Ley 1696 de 2013.

Tercero.- Declarar EXEQUIBLES el parágrafo 3º del artículo 152 de la Ley 769 de 2002, incorporado originalmente por el artículo 1º de la Ley 1548 de 2012 y subrogado por el artículo 5º de la Ley 1696 de 2013 y el inciso trece del artículo 149 de la Ley 769 de 2002.
3.
Síntesis de los fundamentos 
En el presente caso, la Corte comenzó por señalar que el cargo dirigido contra un aparte del artículo 8º de la Ley 1696 de 2013 carece de las condiciones mínimas requeridas para hacer posible su análisis por parte de esta corporación, pues no satisface la carga de argumentación que para el caso incumbe al actor, lo que se refleja en el incumplimiento de los criterios de certeza y suficiencia, necesarios para el efecto. Por ello, la Sala resolvió inhibirse de adoptar una decisión de fondo en relación con este cuestionamiento.

En relación con las competencias administrativas previstas en los parágrafos 2º y 3º del artículo 152 del Código de Tránsito (Ley 769 de 2002) modificado por el artículo 5º de la Ley 1696 de 2013, la Corte resaltó que resulta enteramente conforme a la Constitución que el legislador regule los deberes exigibles, así como las sanciones eventualmente aplicables, a quienes asumen la conducción de vehículos automotores, que como es sabido, es una actividad que aunque lícita, es peligrosa, por su eventual impacto en bienes jurídicamente protegidos, entre ellos la vida e integridad de las personas, tanto de terceros como incluso del conductor mismo. Así, la regulación de tales deberes y sanciones resulta válida en cuanto contribuye a garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la carta política, según lo prevé su artículo 2º. Adicionalmente, esa posibilidad también encuentra fundamento en el artículo 150 numeral 25, conforme al cual le corresponde al Congreso unificar las normas sobre policía de tránsito en todo el territorio nacional.

Seguidamente, la Corte abordó el análisis de proporcionalidad de estas medidas, empleando para ello un test de intensidad intermedia. A este respecto, destacó que: i) estas medidas persiguen propósitos constitucionales importantes, entre ellos la protección de la vida y la integridad de las personas; ii) emplean medios no proscritos por la Constitución, pues aunque implican la anticipada restricción de algunos derechos, tienen por finalidad asegurar la efectividad del procedimiento en curso, a través del cual se busca resguardar intereses de especial valor constitucional; iii) las competencias atribuidas son efectivamente conducentes para controlar los riesgos asociados a la conducción bajo los efectos del alcohol.  

En lo específicamente atinente al parágrafo 3º, que regula la situación relativa a la reticencia del conductor que hubiere sido requerido para practicarse las pruebas físicas o clínicas a que se refiere la ley parcialmente demandada, la Corte lo encontró ajustado a la Constitución, tanto si ello ocurre dentro de un procedimiento de rutina de carácter preventivo, como si tiene lugar como consecuencia de un accidente que haya producido afectación a terceras personas. Además del ya referido carácter de actividad peligrosa que habilita al legislador para regular intensamente tal actividad, la Sala destacó que por esa misma razón la persona que decide conducir vehículos automotores asume una relación de especial sujeción frente a las autoridades, que habilita a éstas para requerir determinados comportamientos por parte del ciudadano interesado, máxime cuando concurren circunstancias como la de encontrarse bajo el influjo del alcohol o de otras sustancias psicoactivas, pues ese hecho incrementa el riesgo existente sobre los bienes jurídicos cuya protección se pretende. Por lo demás, la conducta que en este caso se espera del ciudadano requerido encuentra respaldo en los deberes que para él establecen los artículos 6º y 95 del texto superior, en lo relativo al cumplimiento de la Constitución y la ley. De otra parte, la Corte observó que la diligencia regulada por esta norma no requiere previa autorización por parte del juez de control de garantías en los términos del artículo 250 constitucional, pues la averiguación que con ella se busca no está destinada a cumplir una función probatoria dentro de un proceso penal.

Finalmente, la Corte destacó que el parágrafo 3º acusado prevé como supuesto indispensable de la regla allí establecida el hecho de que las autoridades observen a plenitud las garantías constitucionales de la persona requerida, en desarrollo de lo cual, ellas tienen la obligación de informar al conductor de manera precisa y clara sobre la naturaleza de esta prueba, los efectos de su realización, las consecuencias que se derivarían de la decisión de no permitir su práctica, el trámite administrativo que debe surtirse con posterioridad a ella, y todas las demás circunstancias que aseguren completa información por parte del conductor requerido, antes de asumir una determinada conducta al respecto. En tales condiciones, la realización de esta prueba y las consecuencias previstas para la reticencia no son contrarias a la Constitución. 

Con fundamento en estas consideraciones, la Corte procedió a declarar la exequibilidad de los parágrafos 2º y 3º acusados. 
4.
Aclaración de voto

La Magistrada María Victoria Calle Correa anunció la presentación de una aclaración de voto respecto de algunos de los fundamentos que condujeron a la declaratoria de exequibilidad del parágrafo 2º, mientras que el Magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub aclarará su voto en lo relativo a las razones que respaldaron la constitucionalidad del parágrafo 3º. 

LUIS ERNESTO VARGAS SILVA

Presidente 
